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DEBIDO PROCESO EN ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / COMPARENDO / AUSENCIA DE NOTIFICACIONES / REVOCA / CONCEDE / “Es menester señalar que a pesar de que esta Corporación comparte los planteamientos expuestos por el Juez de primera instancia en lo que tiene que ver con el establecimiento de la afectación al derecho fundamental al debido proceso del actor, la decisión en cambio fue errónea, pues los criterios que lo llevaron a tomar esa decisión son contradictorios con el análisis concreto del asunto, pues dentro del desarrollo de la acción constitucional consideró que se presentaron inconsistencias dentro del trámite administrativo, las cuales constituyeron una violación al debido proceso, entre otras razones porque no fue notificado debidamente de las diligencias a realizar y de las resoluciones que fueron surgiendo en ese asunto, además no quedó constancia de que la accionada hubiera intentado algún otro medio de comunicación con el accionante. No hay coherencia entonces con la decisión tomada porque es ilusorio el reconocimiento a la vulneración de los derechos fundamentales de una persona cuando no se hace efectiva su protección por parte del Juez constitucional.”

(…)

“Se tiene que en primera instancia fueron negados los derechos fundamentales que solicitó por considerarse que la acción de tutela no es procedente, en tanto que al señor ADRIÁN ANTONIO le asisten otros mecanismos de defensa judicial. 

Es menester señalar que a pesar de que esta Corporación comparte los planteamientos expuestos por el Juez de primera instancia en lo que tiene que ver con el establecimiento de la afectación al derecho fundamental al debido proceso del actor, la decisión en cambio fue errónea, pues los criterios que lo llevaron a tomar esa decisión son contradictorios con el análisis concreto del asunto, pues dentro del desarrollo de la acción constitucional consideró que se presentaron inconsistencias dentro del trámite administrativo, las cuales constituyeron una violación al debido proceso, entre otras razones porque no fue notificado debidamente de las diligencias a realizar y de las resoluciones que fueron surgiendo en ese asunto, además no quedó constancia de que la accionada hubiera intentado algún otro medio de comunicación con el accionante. No hay coherencia entonces con la decisión tomada porque es ilusorio el reconocimiento a la vulneración de los derechos fundamentales de una persona cuando no se hace efectiva su protección por parte del Juez constitucional. 

Por otra parte, indicó el A-quo que el actor tiene la posibilidad de acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho dispuesta en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, aseveró que es requisito para acceder a la referida acción de nulidad el haber agotado todos los recursos disponibles en la vía gubernativa, pero no pudo hacerlo el accionante porque no fue notificado de las decisiones tomadas por la Unidad de Tránsito, no obstante, esa norma dispone que “si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.”. Por lo tanto, al tener el señor Adrián Antonio a su disposición esa posibilidad, se convierte en el mecanismo adecuado para dar solución a sus pretensiones.  

Debe señalarse que tal como indicó el A-quo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, pero en contraposición a esto, señala también que es aplicable cuando existiendo dicho mecanismo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante.”

(…)

“El 13 de octubre del año de 2015 la Unidad de Tránsito de Caldas expidió la Resolución 1.553 mediante la cual confirmó la infracción del señor ADRIÁN y por lo tanto lo sancionó con multa, es precisamente a partir de ese acto administrativo donde radica el desconocimiento del debido proceso que debió garantizársele al accionante, pues contra el mismo procedían los recursos de reposición y apelación, sin embargo, no se hicieron las diligencias tendientes a la notificación efectiva del mismo, para que de esa manera pudiera controvertirlo, y en este sentido, lo único que dijo la entidad en su momento es que intentó comunicarse telefónicamente con él pero no fue posible, pero no explica entonces qué otro mecanismo de notificación utilizó para correr con los respectivos términos con que contaba para interponer ese recurso. Como quiera que la vulneración por parte de esa Unidad de Tránsito quedó establecida en este trámite, deberá corregirse ese actuar a través de este mecanismo constitucional, al encontrarse que para este caso particular le asiste razón al libelista al señalar que en lo que puede tardar la solución de un proceso contencioso administrativo podría agravarse más su situación en cuanto a la mora para el pago de ese comparendo, y mientras se surte ese trámite ordinario se ve imposibilitado para realizar cualquier trámite relacionado con las entidades de tránsito a nivel nacional como vender un vehículo, ponerlo a su nombre, renovar la licencia de tránsito, entre otros, por una circunstancia que no le es atribuible desde ningún punto de vista.   

Es suficiente lo dicho en precedencia, para decirse que se habrá de revocar la decisión de primera instancia y en su lugar se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso del accionante, ello en el sentido de invalidar la ejecutoria de los actos administrativos proferidos por la Unidad de Tránsito de Caldas, para en su lugar ordenársele realizar las notificaciones de los mismos al señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO, cerciorándose de que estas se lleven a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-01 de 1992. / Sentencia T-514 de 2003. / Sentencia T-346 de 2007. / Sentencia T-653 de 2006. / Sentencia T-097 de 2014. Sentencias T-232 de 2013, T-932 de 2012 , T-191 de 2010, T-003 de 1992. / 

Sentencia C-012 de 2013 sentencia C-012 de 2013. / Sentencia C-1189 de 2005. / Sentencia C 034 de 2014. / Ver, sentencias C-096 de 2001 (MP. Álvaro Tafur Galvis), C-1114 de 2003 (MP. Jaime Córdoba Triviño. SV. Marco Gerardo Monroy Cabra, Rodrigo Escobar Gil, Eduardo Montealegre Lynnet. SPV. Clara Inés Vargas Hernández y Manuel José Cepeda Espinosa y AV. Manuel José Cepeda Espinosa), C-980 de 2010 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo) y C-016 de 2013 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

En los considerandos sucesivos, la exposición toma como fundamento, principalmente, las sentencias C-089 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), C-980/10 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo). Sin embargo, destaca la Sala que esas consideraciones corresponden a una doctrina pacífica, constante y uniforme sobre el alcance del debido proceso administrativo; sus relaciones y diferencias con el debido proceso judicial. 

C-980/10. En la sentencia C-598/11 complementó la Corte: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas (Sentencia T-1263 de 2001). Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados” (Sentencia T-772 de 2003). Refiriéndose también al alcance específico del debido proceso administrativo, en un asunto relativo a la importancia de las notificaciones de los actos administrativos que afectan situaciones particulares y concretas, explicó la Corporación: “Específicamente, el debido proceso administrativo se consagra en los artículos 29, 6 y 209 de la C.P. Y la jurisprudencia lo ha definido como: ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…) con dicha garantía se busca ‘(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’. […] el desconocimiento del debido proceso administrativo, supone también la violación del derecho de acceso a la administración de justicia y transgrede los principios de igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción que gobiernan la actividad administrativa”. [C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo]
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido el 17 de agosto del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, mediante el cual negó el amparo de los derechos fundamentales invocados por él.
ANTECEDENTES:

El señor ADRIÁN ANTONIO instauró acción de tutela en contra de la SECRETARÍA DE TRÁNSITO DE VILLAMARÍA, y la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE de Caldas, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa, con base en los hechos que a continuación se relacionan:   
1. Es agricultor, reside en la vereda La Floresta, del municipio de Apía, Risaralda.  
2. El 31 de agosto del año 2015 se desplazaba en su moto de placas QTB 79A, en compañía del señor RUBIEL ARBOLEDA a quien le estaba haciendo el favor de llevarlo a una cita médica en el hospital de la Virginia, Risaralda.  
3. En la entrada a Viterbo, Caldas, la policía de carreteras lo detuvo y le realizó un comparendo argumentando que él es “mototaxista”, le inmovilizaron la moto y la llevaron a los patios de ese municipio, informándole que debía dirigirse al municipio de Villamaría, Caldas, para que se la entregaran. 
4. El 1º de septiembre se presentó en el municipio de Villamaría donde le tomaron unos descargos, en ese momento aportó una certificación expedida por el inspector de policía donde señala que en esa inspección no existe reporte de que él ejerza la actividad de “mototaxismo”, que vive en la vereda La Floresta y es agricultor; igualmente aportó un documento de la Secretaría de Gobierno donde consta que vive en esa vereda hace más de 43 años. En esa misma diligencia de descargos informó que el señor RUBIEL ARBOLEDA era testigo de lo que había ocurrido ese día. 
5. Al terminar esas actuaciones le hicieron entrega de la moto, y el abogado de allí le informó que después lo llamaban para lo del testigo y la apelación, sin embargo, esto no ocurrió. Después se enteró de que el comparendo había sido registrado en el SIMIT con una resolución del 13 de octubre por un valor de 783.149 pesos (Sic).   
6. En vista de la situación solicitó a la unidad de tránsito mediante un derecho de petición enviado a través de la Personería de Apía, la copia del expediente y la resolución por medio de la cual fue sancionado; sobre esta petición, la entidad le respondió que no se le podía hacer entrega de esos documentos pues él ya había sido notificado de toda la actuación. 
7. Posteriormente la Personera municipal, ya de manera directa, elevó petición a esa unidad de tránsito en el mismo sentido que se había hecho la solicitud inicial; a ella si se le dio copia del expediente. 
8. Revisado el expediente se constató que efectivamente solicitó que se escuchara al testigo, pero no hay ninguna citación que se hubiera hecho para que él lo llevara. 
9. Por medio de la Resolución No. 1553 del 13 de octubre de 2015 se confirmó la infracción, lo cual le sorprende porque no sabe cuál es la decisión que se confirma; además en la parte considerativa dice que él no se presentó en el término de ley para ser escuchado en audiencia pública, cuando en realidad si lo hizo. 
10. El 17 de febrero de 2016 apareció la Resolución 052 por medio de la cual se le declaró contraventor y por lo tanto sancionado por el valor de la totalidad de la multa (616.000 pesos); pero no entiende por qué si esa resolución salió en esa fecha, se subió la información al sistema desde el 13 de octubre de 2015. 

11. Existen irregularidades en el proceso de imposición de la multa, pues no se realizó una valoración probatoria de los documentos aportados por él, señalan que no presentó al testigo pero ellos tampoco lo citaron para hacerlo, aún cuando fue el mismo quien solicitó la práctica de esa prueba; por otra parte, nunca se le notificó de las resoluciones proferidas para poder así interponer los recursos de ley, y esto se puede corroborar en el expediente pues no hay ninguna constancia de las notificaciones hechas.    
En vista de los hechos narrados solicitó que se ordenara a la Unidad de Tránsito de Caldas dejar sin efectos las resoluciones por medio de las cuales fue sancionado, además que se baje del SIMIT la multa que está registrada. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA
ADMISIÓN

El Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía avocó el conocimiento de la actuación el día 04 de agosto de 2016, y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 

RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS:
Frente a la acción de tutela sólo se pronunció el Jefe de la Unidad de Tránsito de Caldas; de su escueta y limitada respuesta se pueden sustraer como relevantes los siguientes aspectos: 
Es cierto que el 31 de agosto del año 2015 se le realizó por parte de la policía de carreteras un comparendo, argumentando que él es “mototaxista”, le inmovilizaron la moto y la llevaron a los patios del municipio de Viterbo. 

La Unidad no tuvo en cuenta las certificaciones aportadas por el accionante en su momento porque un funcionario público a distancia no puede certificar sobre ese tipo de conducta (Se entiende acá que la entidad se refiere a la actividad como “mototaxista”), pues es difícil que sepa qué actividad ejerce una persona con su vehículo, entre otras cosas porque esos funcionarios no pueden saber si a la persona que transporta se le cobra por el favor.  

En lo referente al testigo solicitado por el accionante, fue él quien debió aportar esa prueba, además intentaron en dos oportunidades comunicarse a su número celular pero no fue posible. 
Sobre la apelación, señaló que la misma se surtió el 01 de septiembre de 2015 y no era necesario realizar ninguna otra diligencia sobre lo mismo.   

Es cierto que el comparendo fue registrado en el SIMIT con una resolución del 13 de octubre por un valor de 783.149 pesos (sic), porque en el procedimiento en asuntos de contravención, en primer lugar debe confirmarse la infracción dentro de los dos meses siguientes a la infracción y para la sanción o exoneración antes de seis meses, según la ley 769 de 2002.  
Acerca del primer derecho de petición del que habló el accionante indicó que en esa oportunidad lo que solicitó fue la aplicación de la figura de prescripción, a la que se dio respuesta por medio de oficio del 25 de abril de 2016. 
Es cierto que la Personera Municipal de Apía elevó petición a esa unidad de tránsito solicitando copia del expediente para verificar el procedimiento realizado en el mismo, a quien efectivamente se le envió la documentación. 
Al acto administrativo por medio del cual se confirmó la infracción (Resolución No. 1553 del 13 de octubre de 2015) le faltó claridad en el sentido de que, a pesar de que efectivamente estuvo el accionante en la audiencia de descargos, no compareció con el testigo por lo tanto le faltó aportar “la prueba reina” del caso. 

En conclusión solicitó denegar la acción de tutela, señalando que la misma es improcedente porque existen otros mecanismos de defensa judicial y por lo tanto son los jueces ordinarios ante los cuales debe acudir a una acción de nulidad y restablecimiento del derecho pues no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable.  
SENTENCIA 

Una vez el Juzgado de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 17 de agosto declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Ríos Orozco. 
IMPUGNACIÓN

El 24 de agosto del año en curso, el accionante presentó escrito por medio del cual impugnó la decisión tomada por el Juez de instancia, al considerar que a pesar de que existe el mecanismo de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esta requiere tiempo y desplazamientos a otra ciudad, y durante ese tiempo se va incrementando el valor del comparendo hasta que llegue el momento en que le sea imposible de asumir, porque es un campesino que vive lejos de los municipios de Apía y Pereira, por lo que su situación es diferente a la de una persona del común. 
Por otra parte el Juez de primera instancia reconoció que si hubo violación al debido proceso; además, si se le está causando un perjuicio irremediable, por cuanto al imponerle un comparendo que afecta su buen nombre y que queda registrado en un sistema nacional le impide realizar cualquier trámite como vender un vehículo, ponerlo a su nombre, renovar la licencia de tránsito, entre otros.  

PROBLEMA JURÍDICO 
La temática de desarrollo jurídico gira en torno a establecer si el procedimiento administrativo llevado a cabo por parte de la Secretaría de Tránsito de Villamaría y la Unidad de Tránsito de Caldas, es vulneratorio de los derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa del señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

El amparo previsto en el artículo 86 superior, como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados.

En lo atinente al derecho de defensa y contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a ser escuchada y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos, dijo esa Alta Corte en Sentencia C 034 de 2014: 
“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  

Sobre las notificaciones.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. 

Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”

Y en consonancia con lo anterior la Corte Constitucional consideró que: 

“4.1.5. Con respecto a la notificación de las actuaciones administrativas, de carácter particular y concreto, el capítulo V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-, en el artículo 67 se establece que las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente, mediante la entrega al interesado, de la copia íntegra, auténtica y gratuita de acto administrativo. La notificación personal también se podrá realizar por medio electrónico en determinados casos y siempre que el interesado acepte ser notificado de esta manera, o por estrados. Asimismo, el artículo 68 del mismo Código, dispone que de no existir otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal y se establece que “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días”. De no hacerse la notificación personal al cabo de cinco días del envío de la notificación, se realizará por aviso que se remitirá igualmente al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil.”
    
Caso concreto 

Específicamente lo solicitado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se ordene a la Unidad de Tránsito de Caldas dejar sin efectos las resoluciones por medio de las cuales fue sancionado por cometer una presunta infracción de tránsito, además que se baje del SIMIT la multa que está registrada. 

Se tiene que en primera instancia fueron negados los derechos fundamentales que solicitó por considerarse que la acción de tutela no es procedente, en tanto que al señor ADRIÁN ANTONIO le asisten otros mecanismos de defensa judicial. 
Es menester señalar que a pesar de que esta Corporación comparte los planteamientos expuestos por el Juez de primera instancia en lo que tiene que ver con el establecimiento de la afectación al derecho fundamental al debido proceso del actor, la decisión en cambio fue errónea, pues los criterios que lo llevaron a tomar esa decisión son contradictorios con el análisis concreto del asunto, pues dentro del desarrollo de la acción constitucional consideró que se presentaron inconsistencias dentro del trámite administrativo, las cuales constituyeron una violación al debido proceso, entre otras razones porque no fue notificado debidamente de las diligencias a realizar y de las resoluciones que fueron surgiendo en ese asunto, además no quedó constancia de que la accionada hubiera intentado algún otro medio de comunicación con el accionante. No hay coherencia entonces con la decisión tomada porque es ilusorio el reconocimiento a la vulneración de los derechos fundamentales de una persona cuando no se hace efectiva su protección por parte del Juez constitucional. 

Por otra parte, indicó el A-quo que el actor tiene la posibilidad de acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho dispuesta en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, aseveró que es requisito para acceder a la referida acción de nulidad el haber agotado todos los recursos disponibles en la vía gubernativa, pero no pudo hacerlo el accionante porque no fue notificado de las decisiones tomadas por la Unidad de Tránsito, no obstante, esa norma dispone que “si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.”. Por lo tanto, al tener el señor Adrián Antonio a su disposición esa posibilidad, se convierte en el mecanismo adecuado para dar solución a sus pretensiones.  
Debe señalarse que tal como indicó el A-quo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, pero en contraposición a esto, señala también que es aplicable cuando existiendo dicho mecanismo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante. 
Teniendo en cuenta lo anterior, no puede perderse de vista que, aunque coexistan otros medios de defensa en las vías ordinarias, debe hacerse primero un análisis acerca de la idoneidad y eficacia de esos mecanismos frente a la situación concreta del accionante, en este sentido la Corte Constitucional en Sentencia T-097 de 2014 indicó: 

“3.3. No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones al principio de subsidiariedad de la acción de tutela: (i) la primera está consignada en el propio artículo 86 Constitucional al indicar que aún cuando existan otros medios de defensa judicial, la tutela es procedente si con ella se pretende evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (ii) La segunda, prevista en el artículo 6 el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, señala que también procede la acción de tutela cuando el mecanismo ordinario de defensa no es idóneo, ni eficaz para la protección inmediata y plena de los derechos fundamentales en juego, caso en el cual opera como mecanismo definitivo de protección. De este modo, en las dos situaciones descritas, se ha considerado que la tutela es el mecanismo procedente para proteger, de manera transitoria o definitiva, los derechos fundamentales, según lo determine el juez de acuerdo a las circunstancias que rodean el caso concreto.”
(…)

“3.6. En cuanto a la segunda excepción, es decir, la relativa a que el medio de defensa ordinario no sea eficaz ni idóneo para la protección de derechos fundamentales, ha dicho la Corporación que, al evaluar el mecanismo alternativo del ordenamiento jurídico, éste “(…) tiene que ser suficiente para que a través de él se restablezca el derecho fundamental violado o se proteja de su amenaza, es decir, tiene que existir una relación directa entre el medio de defensa judicial y la efectividad del derecho. Dicho de otra manera, el medio debe ser idóneo para lograr el cometido concreto, cierto, real, a que aspira la Constitución cuando consagra ese derecho”
. Así las cosas, si el medio judicial concreto no cumple con dichas características, y por el contrario, el derecho fundamental en juego no puede ser restablecido, procede la solicitud de amparo constitucional como medio definitivo de protección al bien jurídico.”

En el caso puesto en conocimiento de esta Corporación se tiene que al accionante se le impuso un comparendo por ejercer presuntamente una actividad como “mototaxista”, la cual se enmarca dentro de la conducta de “destinación diferente del vehículo dada por las autoridades de tránsito”, inconforme con esa decisión recurrió ese comparendo, por lo tanto, se presentó a una audiencia de descargos realizada el 01 de septiembre del año 2015 en la que se le indicó que una vez fuera analizada la situación expuesta se procedería a emitir el correspondiente acto administrativo absolviéndolo o sancionándolo. 

El 13 de octubre del año de 2015 la Unidad de Tránsito de Caldas expidió la Resolución 1.553 mediante la cual confirmó la infracción del señor ADRIÁN y por lo tanto lo sancionó con multa, es precisamente a partir de ese acto administrativo donde radica el desconocimiento del debido proceso que debió garantizársele al accionante, pues contra el mismo procedían los recursos de reposición y apelación, sin embargo, no se hicieron las diligencias tendientes a la notificación efectiva del mismo, para que de esa manera pudiera controvertirlo, y en este sentido, lo único que dijo la entidad en su momento es que intentó comunicarse telefónicamente con él pero no fue posible, pero no explica entonces qué otro mecanismo de notificación utilizó para correr con los respectivos términos con que contaba para interponer ese recurso. Como quiera que la vulneración por parte de esa Unidad de Tránsito quedó establecida en este trámite, deberá corregirse ese actuar a través de este mecanismo constitucional, al encontrarse que para este caso particular le asiste razón al libelista al señalar que en lo que puede tardar la solución de un proceso contencioso administrativo podría agravarse más su situación en cuanto a la mora para el pago de ese comparendo, y mientras se surte ese trámite ordinario se ve imposibilitado para realizar cualquier trámite relacionado con las entidades de tránsito a nivel nacional como vender un vehículo, ponerlo a su nombre, renovar la licencia de tránsito, entre otros, por una circunstancia que no le es atribuible desde ningún punto de vista.   

Es suficiente lo dicho en precedencia, para decirse que se habrá de revocar la decisión de primera instancia y en su lugar se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso del accionante, ello en el sentido de invalidar la ejecutoria de los actos administrativos proferidos por la Unidad de Tránsito de Caldas, para en su lugar ordenársele realizar las notificaciones de los mismos al señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO, cerciorándose de que estas se lleven a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 17 de agosto de 2016, por medio del cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, negó por improcedente la acción de tutela instaurada por el señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del señor ADRIÁN ANTONIO RÍOS OROZCO. 
TERCERO: INVALIDAR la ejecutoria de los actos administrativos proferidos por la Unidad de Tránsito de Caldas, para que realice las notificaciones de los mismos al accionate, cerciorándose de que estas se lleven a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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� C-980/10. En la sentencia C-598/11 complementó la Corte: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas (Sentencia T-1263 de 2001). Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados” (Sentencia T-772 de 2003). Refiriéndose también al alcance específico del debido proceso administrativo, en un asunto relativo a la importancia de las notificaciones de los actos administrativos que afectan situaciones particulares y concretas, explicó la Corporación: “Específicamente, el debido proceso administrativo se consagra en los artículos 29, 6 y 209 de la C.P. Y la jurisprudencia lo ha definido como: ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…) con dicha garantía se busca ‘(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’. […] el desconocimiento del debido proceso administrativo, supone también la violación del derecho de acceso a la administración de justicia y transgrede los principios de igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción que gobiernan la actividad administrativa”. [C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo]
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